



     [image: cover]






 	

	    

            

			Te damos las gracias por adquirir este EBOOK



			

			 


			

			Visita Planetadelibros.com y descubre una nueva forma de disfrutar de la lectura


			

			 


			

			¡Regístrate y accede a contenidos exclusivos!


			

			Próximos lanzamientos


			Clubs de lectura con autores


			Concursos y promociones


			Áreas temáticas


			Presentaciones de libros


			Noticias destacadas


			


			

			[image: ]


			

			 


			

			Comparte tu opinión en la ficha del libro


		  y en nuestras redes sociales:


		  

		   


		  

		  

		  

		  	

		  			[image: ]

		  			[image: ]

		  			[image: ]

		  			[image: ]

		  			[image: ]

		  	


		  


		


		  

		   




			Explora   Descubre    Comparte





	    


	 	

	    

            



			 






			NOTA INTRODUCTORIA 




			



			 






			Es este un texto especial. No lo es por su temática. Hace ya años que trabajo en el campo de las políticas públicas, y he tenido la oportunidad de publicar varios libros y numerosos artículos sobre el tema. Tampoco lo es por su voluntad de que sirva de guía y de orientación tanto al mundo de la academia (profesores, investigadores, estudiantes de ciencias sociales o de otras materias que tengan que ver con intervenciones en la esfera pública), como al mundo de los decisores públicos, políticos y técnicos, o al espacio de los consultores y expertos. Desde siempre, me he preocupado por ir más allá de la lógica estrictamente académica y tratar de intervenir y ser útil en los debates concretos sobre los porqués y los cómos de la intervención y la transformación social, política y económica.  




			Es especial porque es la primera vez que publico un libro con quien fue, de hecho, uno de mis maestros e introductores al análisis de las políticas públicas, en una ahora lejana década de los ochenta. Bruno Dente estuvo muy presente en los inicios de mi especialización en políticas públicas y gestión pública. Y su ayuda fue inestimable. Lo fue también en los inicios del Programa Interuniversitario (UAB-UPFUB) «Máster de Gestión Pública» (MGP), que ha alcanzado su 25 edición, y que se inició en 1989. La puesta de largo de este programa de posgrado tuvo su momento mágico al reunir en la Universidad Autónoma de Barcelona, ese mismo año, bajo los auspicios del entonces decano de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociología, Josep Maria Vallés, a personas que han sido siempre un referente para mí en los temas que en este libro se tratan: Charles Lindblom, Jeremy Richardson, Jean Pierre Nioche, Les Metcalfe, Michael Barzelay o el ya citado Bruno Dente. Recuerdo con especial emoción las intervenciones de uno de los «padres» científicos que tanto Bruno como yo veneramos, Charles Lindblom, ya mayor por aquel entonces, pero con una lucidez envidiable. El profesor Dente lo cuenta en el libro: «La verdad es que, como nos ha enseñado Charles Lindblom, una sociedad y un sistema político basado en las preferencias y en las interacciones entre sujetos tiende a funcionar mejor que una basada estrictamente en el intelecto». Bruno Dente fue profesor permanente, por así decirlo, a lo largo de varias promociones del MGP que disfrutaron con su ironía y sentido crítico. 




			Es también especial, ya que el libro, en su versión italiana y bajo la única autoría del profesor Dente, fue editado hace un par años, y tuve el placer de ser invitado por el autor a su presentación en el Politécnico de Milán, donde tuvimos ocasión de discutir el texto entre un selecto grupo de académicos y practitioners. Fue allí, en esa presentación, donde empezó a surgir la idea de realizar una nueva versión en español del libro, que partiendo de la coautoría, permitiera situar el texto en otro entorno y en otra realidad política y social. Esto ha implicado una completa revisión del texto, una incorporación de múltiples ejemplos de la realidad española, una puesta al día de referencias y citas con especial atención a las propias de la literatura disponible en castellano, y sobre todo, la incorporación de algo que en el libro original tenía un peso significativo y que le daba una gran riqueza, que eran los casos que no son solo ilustraciones de la parte teórica, sino que son, podríamos afirmar, el núcleo duro del libro. Los lectores encontrarán así, un conjunto de casos, extraídos de la realidad española, italiana e incluso latinoamericana, que dan vida, ilustran y enriquecen las aportaciones conceptuales y analíticas. Se ha añadido asimismo, un post scríptum, en el que trato de recoger lo que puede implicar el gran cambio tecnológico en el que estamos inmersos, y que lo está transformado todo, y por tanto, también el proceso de toma de decisiones públicas.  




			Quisiera destacar un rasgo que para mí resulta muy significativo del texto. Es un libro pensado en clave de aplicación práctica. Quiere ser una guía para innovadores y transformadores de la esfera pública. Buscando incorporar elementos, consejos, herramientas que sirvan al innovador, a quien quiere ir más allá de las soluciones incrementales y quiere transformar su entorno, a hacerlo factible. Pero ello no quiere decir que ésta sea una guía más de «cómo decidir bien en 10 sesiones». Si existiera ese «camino crítico», si pudiéramos hablar de «soluciones correctas», el lector no las encontrará en este volumen. Todo el libro está inmerso en una idea clave: hablamos de decisiones públicas en entornos plurales y en sistemas democráticos. Y eso, hoy día, quiere decir complejidad, pluralidad de visiones, heterogeneidad de intereses y debate y deliberación pública para la búsqueda de soluciones posibles. No hay soluciones simples para situaciones complejas. Pero, al mismo tiempo, situaciones complejas no siempre implican bloqueos decisionales, puro incrementalismo o mediocridad a la hora de afrontar problemas colectivos. Esto quiere decir, entre otras cosas, que la agencia o la capacidad de acción de que pueden disponer los agentes políticos y sociales en el intento de introducir innovaciones significativas en las políticas públicas, son o pueden llegar a ser mucho más amplias de lo que comúnmente se piensa 




			En este libro, insisto, no encontrarán argumentos ni aquéllos que creen que sin la política, las decisiones públicas funcionarían mucho mejor, ni tampoco aquéllos que creen que el funcionamiento de los sistemas políticos sirve para explicar lo bien o mal que se decide ante temas concretos. En primer lugar, porque como apunta un buen amigo de Bruno Dente y mío, el profesor Luigi Bobbio, no es posible «crear un espacio fuera de la política», donde las elecciones concretas, no aquéllas acerca de las grandes opciones y los objetivos generales, sino aquéllas que representan el núcleo de las políticas públicas, puedan ser tomadas desde una perspectiva exclusivamente técnica, sin necesidad de largos y complejos debates. Pensamos que por mucho que avance la tecnología, no basta con definir, técnicamente, la forma y los parámetros del tema sobre el que decidir en una ecuación, meter los datos en un ordenador, y así acabar tomando la elección acertada. En los sistemas democráticos, afortunadamente, los distintos puntos de vista se contradicen y complementan, y ello puede permitir superar los límites cognitivos que tiene cualquier decisor o sujeto individual. Lo que la gente prefiere no es algo fijo e inmutable, que pueda operar al margen del propio proceso e interacción social que conduce a la decisión. Por supuesto, el proceso que resulta puede parecer confuso y contradictorio (y sin duda lo es en muchos casos), pero basta una rápida comparación de los rendimientos en términos de innovación, desarrollo económico y equidad social para darse cuenta de que los sistemas autoritarios no tienen nada que enseñar a los democráticos. En clave contemporánea, el debate sobre las potencialidades de Internet en su potenciación de la innovación y el conocimiento compartido, apuntan en el mismo sentido.  




			Es, finalmente un libro especial, ya que parte de la idea de que referirse a «decisiones públicas» no es lo mismo que referirse a «decisiones de las instituciones públicas». Se reivindica aquí algo que entendemos que es clave en momentos como los actuales. Lo público, lo común es el espacio en el que colectivamente hemos de movernos para encontrar salida a problemas que nos afectan a todos o a una parte. Las instituciones públicas son parte integrante del escenario, del entramado de actores que intervienen en los asuntos de policy, los asuntos que requieren respuestas políticas y colectivas. Pero no agotan el significado de lo público, de las «decisiones públicas».  




			Espero que el libro «enganche» o interese como lo ha hecho conmigo mientras lo escribía, adaptaba, completaba y lo situaba en nuestro contexto. Sólo me queda agradecer la generosidad de Bruno Dente conmigo, por permitirme intervenir en su texto original, para construir esta aventura compartida que tenéis en vuestras manos. Y es obligado asimismo agradecer a los miembros e investigadores del Instituto de Gobierno y Políticas Públicas, por haber participado, explícitamente como Quim Brugué, Mayo Fuster o Marc Parés, o implícitamente, como Raquel Gallego, Ismael Blanco, Ricard Gomà, Xavier Ballart, Marga León, Ramón Canal, Marc Martí o muchos otros investigadores y doctorandos del IGOP en las reflexiones, casos y debates de los que me he favorecido para afianzar mi participación en este volumen.  




			



			 






			JOAN SUBIRATS 
Barcelona, octubre de 2013 




			



	    


	 	

	    

            



			 






			NOTA INTRODUCTORIA DE BRUNO DENTE A LA EDICIÓN ESPAÑOLA 




			



			 






			Constituye un motivo de gran satisfacción personal la publicación de una versión en español de mi libro, publicado originalmente en italiano. 




			Y ello es así, porque se trata de un libro de texto, que tiene además un carácter introductorio. Lo cual implica que es particularmente importante que sea accesible a un público mucho más amplio que aquél que estudia desde diferentes puntos de vista las políticas públicas en Italia. Además, la nueva versión que ha hecho Joan Subirats enriquece considerablemente el texto original, incorporando un conjunto de ejemplos tomados de la vida real que se añaden a los ya disponibles en la edición italiana. Esta ampliación permite fortalecer aún más la comprensión de los conceptos tratados en el libro y, por tanto, aumenta su utilidad. Por otro lado, el Post scríptum añadido por Joan Subirats sobre los posibles efectos del cambio tecnológico en las decisiones de política pública, añade una dimensión probablemente fundamental, que no se había incorporado en la versión original. 




			Pero, para mí, lo más importante es que permite asociar mi nombre en la portada del libro, con el de Joan. Ello constituye una gran satisfacción personal por la estima y la amistad que nos une desde hace más de 25 años, y que ha ido dando lugar a un amplio conjunto de colaboraciones, de las que el aspecto principal es que cada vez que trabajamos juntos el placer de colaborar y compartir se renueva y aumenta. 




			Dicho esto, y dejando a juicio del lector si esta colaboración ha acabado produciendo, una vez más, resultados apreciables, es mi deber informar brevemente de los agradecimientos que inserté en la edición italiana. De hecho, este volumen ha tenido una gestación muy larga y un tiempo muy corto de preparación. 




			La primera investigación llevada a cabo y las primeras versiones de las directrices para la preparación de estudios de caso de las decisiones políticas se remontan a mediados de los años ochenta del siglo pasado y ha continuado hasta nuestros días. En esta serie de trabajos se contó con la participación de un gran número de colegas y amigos, incluyendo, en estricto orden alfabético, a Sandro Balducci, Silvano Belligni, Luigi Bobbio, Juliet Delli, Paolo Fareri, Daniela Lepore, Andrea Mariotto, Massimo Morisi, Gabriele Pasqui. También hablé de los temas de este libro con muchos otros estudiosos, y me resulta imposible mencionarlos a todos, sólo señalaré a Pierluigi Crust, Pier Carlo Palermo y Gloria Regonini (a la que, como ella misma escribió, me une el «compartir una pasión no muy popular sobre el análisis de políticas»). 




			A nivel internacional, el mismo marco conceptual se ha utilizado en varios estudios europeos en el campo de las políticas ambientales, en los que han estado involucrados una serie de colegas incluyendo a Peter Knoepfel (IDHEAP de Lausana), Corinne Larrue (Universidad de Tours), Joan Subirats y Núria Font (Universidad Autónoma de Barcelona), Hans Bressers, Stefan Kuks y Josee Ligteringen (Universidad Técnica de Twente), Fred Varone (Universidad de Ginebra). A todos los colegas antes mencionados y a los que me he olvidado, toda mi gratitud. 




			También desde mediados de los noventa, he tenido ocasión de impartir materias vinculadas con el análisis de políticas públicas en programas a nivel de maestría y de licenciatura, y he seguido casi siempre los recorridos conceptuales contenidos en este volumen. En este caso, mi gratitud es para los estudiantes, tanto por el hecho de que me han permitido contrastar la validez del esquema conceptual, como por hacerme ver que ciertas partes tenían que ser repensadas para que fueran más comprensibles y útiles.  




			Un agradecimiento especial a Simone Busetti y Erica Melloni que se prestaron a actuar como «conejillos de indias» para «probar» el libro, haciéndolo además en muy poco tiempo. Sin ellos, el volumen sería menos comprensible. 




			La responsabilidad por los errores o inconsistencias, como suele decirse, es propia, pero afortunadamente acabaron siendo muchos menos de lo que existirían sin las contribuciones mencionadas. 




			El libro está dedicado a la memoria de Paolo Fareri, que es fuente de muchas de las piezas que constituyen el esquema conceptual, y con quien, si no hubiera sido por pereza, hubiera tenido que escribir un libro como éste hace al menos diez años. 




			



			 






			Bruno Dente, octubre de 2013 




			



	    


	 	

	    

            



			 






			CAPÍTULO 1 




			 


            

			POLÍTICAS PÚBLICAS: 


			ENTENDER LAS DECISIONES 




			



		   






			1. El problema de las decisiones 




			



			 






			No parece necesario argumentar excesivamente sobre lo difícil que es, en democracia, «hacer reformas» o «cambiar las cosas». O lo que es lo mismo, tomar decisiones capaces de alterar significativamente la manera en la que se afrontan los problemas colectivos. Decidir suele ser difícil incluso en la esfera privada, y, por lo que parece y como veremos, lo es mucho más en los sistemas político-administrativos. 




			Lo que se dice habitualmente para explicar esa dificultad tiene que ver con razones como éstas: no todos están de acuerdo con los objetivos de la reforma o del cambio; hay demasiadas instituciones implicadas; las lógicas políticas y las administrativas no se entienden bien y lo complican todo; los mecanismos de programación y coordinación no funcionan bien cuando interviene más de una institución o administración; los procedimientos para tomar decisiones son tan enrevesados y tan lentos que acaban impidiendo que se decida y que se pueda actuar a tiempo. Y la lista podría sin duda continuar. 




			Sobre la problemática que encierran las decisiones públicas podemos encontrar no sólo una literatura especializada en denunciar auténticas horror stories de procesos decisionales y de actuaciones administrativas que van arrastrándose a lo largo de mucho tiempo (véanse los trabajos divulgativos de Nieto, 1984, 2008), sino también estudios serios que examinan los problemas desde otros puntos de vista intentando encontrar soluciones eficaces a los problemas de la toma de decisiones públicas (italiadecide, 2009; Avanzi, 2010; Brugué et al., 2011).  




			Lo que las explicaciones corrientes tienen a menudo en común, es que recurren a argumentos que se sitúan en cómo funciona el sistema público en general. Si es tan difícil tomar las decisiones —y sobre todo aquéllas más importantes— algo debe haber que no funciona a nivel general, y por tanto lo lógico es modificar alguna característica institucional o sociopolítica que impide, o al menos obstaculiza, aquello que sería necesario. Sería éste el enfoque denominado macronegativo, que busca y halla las causas de las disfunciones en características generales del sistema político-administrativo (Dunn, 1981, pp. 53-54). Tales características acostumbran a conectarse a su vez con una historia que, como señaló Robert Putnam explicando los diferenciales de eficiencia de las instituciones en el norte y en el sur de Italia, puede tener una trayectoria y un recorrido muy largos (Putnam, 1993; Subirats, 2011). Estudios que luego tuvieron secuelas en España con resultados, en este tema, muy similares (Subirats, 1999; Gallego-Subirats, 2002).  




			Esta naturaleza general, sistémica, de las razones de estos fracasos tiene varios efectos. Por un lado, precisamente porque se refiere a características conocidas por todos, parece plausible y en definitiva convincente. Todos tendemos a preferir explicaciones sintéticas de los fenómenos en vez de encontrar para cada uno de ellos las causas más específicas. En segundo lugar, genera un sentimiento de impotencia: si cambiar lo que debería cambiarse es tan difícil (es tan propio del sistema), quizás mejor renunciar a ello. La apatía política, la indiferencia por las instituciones, se nutre también de este sentimiento de impotencia. Finalmente, si las razones de las dificultades se sitúan a nivel sistémico, se deduce que los innovadores, o los presuntos innovadores, están absueltos de cualquier responsabilidad sobre su falta de éxito. De hecho se tiende a perdonar a aquellos gobernantes, de los que nos sentimos más cercanos ideológicamente, por sus fracasos al acometer las promesas electorales, echando la culpa de sus malos resultados a las características generales del sistema.  




			Sin embargo, existen dos problemas que no son fácilmente eludibles. 




			El primero es que muchas de las características indicadas como disfuncionales o como vicios del sistema son en realidad caracteres constitutivos de las democracias modernas, de los sistemas políticos. Es decir, los caminos habituales que uno encuentra cuando se quieren gobernar sociedades con un alto grado de diferenciación y de complejidad interna. 




			Por poner sólo un ejemplo, la fragmentación institucional es, por así decirlo, la otra cara de la descentralización y del federalismo. Sería absolutamente insensato esperar que a un aumento de los recursos y de los poderes de los niveles subestatales de gobierno no le sigan modificaciones de las formas en las que se toman las decisiones. Cambios que lo más probable es que acaben aumentando la complejidad del proceso. ¿Quiere decir esto que las reformas, las decisiones realmente importantes, están vetadas en los estados federales o altamente descentralizados? Muchos observadores tienen la tentación de dar una respuesta afirmativa a esa pregunta poniendo de relieve los costes decisionales implícitos en los procesos de descentralización que casi todos los países desarrollados han experimentado en la segunda mitad del siglo veinte. En Italia, esta tendencia general se plasmó en el nacimiento de las Regiones en 1970 y se aceleró bruscamente en este inicio de siglo, con la reforma del Título 5 de la Constitución en el 2001. En España, el problema viene de antiguo, y si bien tuvo una primera y frágil expresión en la II República, fue en la recuperación democrática de finales de los setenta cuando se expresó de manera más estructural y permanente en la forma constitucional de «Estado de las Autonomías».  




			Si se desciende al nivel de una decisión específica, las explicaciones de la ineficiencia decisional como determinada por la fragmentación institucional, rozan a veces el ridículo. Por ejemplo, en Italia, se atribuyó precisamente a la descentralización de 1998 el hecho de que ciertas infraestructuras —en concreto una línea de alimentación eléctrica que conectaba Suiza e Italia— había padecido grandes retrasos en su realización. Lo curioso del caso es que dichos retrasos, sin embargo, no se habían dado en absoluto en la Confederación Helvética que es, entre todos los sistemas europeos el que sin duda se distingue por la descentralización más radical de competencias a favor de las comunidades locales. En sentido contrario, podría suponerse que en países altamente centralizados, las decisiones fluirían más fácilmente. Tampoco ello puede argumentarse a ciencia cierta, ya que son muchos los ejemplos de países muy centralizados en los que algunos procesos decisionales sufren retrasos no explicables por razones de fragmentación institucional. En España vimos un ejemplo de alta coordinación institucional ante lo que parecía una gran amenaza para la salud, la gripe aviar, aunque luego la alarma fuera muy superior a los efectos finalmente resultantes (para análisis de relaciones interterritoriales en España, véase Arbós, 2009).  




			En resumen, la descentralización de competencias, la separación de poderes, las garantías de que gozan los ciudadanos, las posibilidades mismas de democracia directa y, en cualquier caso, el recurso al poder judicial contra una decisión de las autoridades públicas, son algunas de las características fundamentales e inderogables de las democracias modernas. Seguramente estas características tienen costes, al menos en lo que afecta a las decisiones, pero seguramente tienen también beneficios aún más significativos, como por lo demás indica el gran desarrollo de las democracias occidentales en el pasado siglo, sobre todo si lo comparamos con el rendimiento, mucho más modesto, de los sistemas autoritarios y centralizados, aun cuando éstos, como en el caso de los países del antiguo bloque socialista, recurrían a mecanismos de programación y coordinación que, al menos sobre el papel, tendrían que haber garantizado rendimientos superiores. 




			La verdad es que, como nos ha enseñado Charles Lindblom, una sociedad y un sistema político basado en las preferencias y en las interacciones entre sujetos tiende a funcionar mejor que una basada estrictamente en el intelecto. De esta manera se reconoce la posibilidad de error de la acción humana, y no es necesario pretender que se conocen (a partir de una teoría cualquiera) cuáles son las verdaderas necesidades de las personas, sino que se basa en la necesidad de ofrecer respuestas adecuadas a las preferencias manifestadas por los ciudadanos, aun cuando estas últimas puedan parecer contradictorias o incluso irracionales (Lindblom, 1977).  




			O bien, citando a Luigi Bobbio, «la democracia no vive en Gordión», en el sentido de que si es cierto que decidir significa también cercenar, en el sentido de descartar alguna alternativa, «no se excluye que el instrumento más eficaz para ejecutar esta operación sea la espada, o sus equivalentes modernos, bien sean la voluntad de la mayoría o la racionalidad de un gobernante-director». En realidad, dice el autor, seguir el ejemplo de Alejandro Magno que cortó de un tajo el nudo (gordiano) en lugar de desatarlo, no es necesariamente bueno: quien así lo hace «no inicia la conquista de Asia, como le sucedió al joven príncipe macedonio, sino que simplemente se arriesga a regresar al punto de partida» (Bobbio, 1996, p. 8). 




			El segundo problema con el que es necesario enfrentarse es que las explicaciones «macronegativas», a pesar de su plausibilidad, a menudo no acaban de funcionar. Se realizan reformas importantes también en sistemas con características totalmente análogas a las denunciadas como causas del inmovilismo. Incluso en países como Italia o España, se consigue tomar y acometer decisiones relevantes en tiempos y con costes del todo aceptables, al menos si hacemos la comparación a escala internacional. El abejorro, que según las teorías físicas no debería poder despegar del suelo, de vez en cuando vuela, y quizás sea observando este tipo de fenómenos como se aprende algo útil sobre cómo se toman las decisiones de policy o de políticas públicas. Volviendo a Dunn, es necesario un enfoque micropositivo que busque las circunstancias específicas en las que las cosas funcionan, aunque sólo sea para comprobar cuál es su transferibilidad a otros contextos.  




			El hecho es que si las características sistémicas señaladas como causa de la ineficiencia en la toma de decisiones públicas, son a menudo la otra cara de la democracia, y si de todos modos no acaban de explicar lo que sucede realmente, ya que es evidente que en muchos casos las decisiones importantes se toman y se llevan a cabo, podemos deducir que quizás las terapias señaladas para curar los síntomas del bloqueo decisional, de los retrasos y de los costes de las no decisiones, no son las adecuadas. Tales terapias, por ahora, se basan, esencialmente en una mezcla entre introducir en los mecanismos decisionales, coordinación y programación, elementos propios del modelo racional de toma de las decisiones (véase el capítulo 2), y el uso de estrategias incluyentes, abiertas a la participación de los interesados (véase el capítulo 7). Coherentemente, esas explicaciones más frecuentes de los fracasos buscan soluciones o respuestas generales, que a veces sólo se diferencian en razón del sector de intervención de las políticas públicas de que se trate. No parece un empeño fácil. Si las características que explican la falta de capacidad de trasformación del statu quo son tan complejas, probablemente es imposible hallar una única solución para un gran conjunto de decisiones.  




			Más bien, lo que parece necesario es entrar en profundidad en el análisis de los procesos a través de los cuales se establecen las prioridades, se toman las decisiones, para así identificar los factores elementales cuya presencia o ausencia explicaría el porqué se logran o no ciertos resultados. Ésta es la línea que queremos seguir en este volumen por las razones que expondremos más ampliamente en el capítulo siguiente, tratando cada decisión como un caso específico.  




			Para hacerlo, trataremos siempre de situarnos en la piel del que quiere cambiar, de quien pretende alterar, de modo no marginal, el contenido de una política pública, y por tanto la manera mediante la cual se intenta resolver un problema colectivo. El capítulo 7, que concluye la presentación del esquema analítico, presentará en efecto las diferentes estrategias que el mismo innovador tiene a disposición, al menos teóricamente, para alcanzar los objetivos que se ha propuesto. En otras palabras, aunque es evidente que las características del sistema en cuyo interior se inserta cada proceso decisional, tienen sin duda influencia sobre los resultados del mismo y pueden en algunas circunstancias impedir el éxito de la innovación, pensamos que, sin embargo, dichas características no determinan completamente el juego decisional. En la mayoría de los casos, a igualdad de condiciones generales, lo que explica el éxito o el fracaso de un intento de reforma o de cambio es más bien la combinación de los diversos elementos que componen el proceso decisional.  




			



			 






			1.2. Los objetivos del volumen 




			



			 






			Los principales objetivos que este libro se plantea son tres. 




			1. En primer lugar, y de manera especial, quiere proponer un esquema conceptual que permita entender las decisiones y las dinámicas decisionales en la esfera pública e institucional. La óptica es pues explicativa, en el sentido de mostrar las diversas variables que pueden influir en los procesos y por ende (contribuir a) determinar los resultados. Este esquema de análisis puede ser utilizado para explicar acontecimientos pasados y por tanto es ciertamente útil para especialistas o analistas. Por ejemplo, muchísimas tesis de licenciatura, de posgrado o de doctorado en diferentes disciplinas se basan en la reconstrucción de políticas públicas, tratando de evaluar su efectividad o bondad, mediante criterios que se relacionan con las hipótesis relativas a las razones por las cuales esas decisiones se tomaron, así como las dinámicas a través de las cuales se fueron desarrollando. En la mayoría de los casos se trata de narraciones que, más allá de su meticulosidad cronológica o fáctica, pretenden obtener enseñanzas útiles para indagar un determinado problema científico o pregunta analítica. En este sentido, y respecto a esta exigencia, e independientemente del tipo de preguntas de investigación que cada quien se plantee, el esquema conceptual que presentamos en los siguientes capítulos puede funcionar como una check list, para comprobar el grado de sistematicidad en el análisis de los factores en el caso concreto que se quiere analizar. 




			Los boxes siguientes (1.1, 1.2) muestran cómo el mismo tema —en un caso, la reforma del Título V de la Constitución italiana, que ha introducido un cambio en sentido (semi) federal, o en el otro, la Ley Wert de reforma del sistema educativo español— puede ser interpretado de maneras muy diferentes. Una reconstrucción meticulosa de los procesos permitiría comprender cuál de las diversas hipótesis que se manejan, presenta una mayor conformidad con los hechos y, en consecuencia, aporta claves para evaluar la capacidad efectiva de la reforma emprendida para alcanzar los objetivos que se pretendían.  




			



			 




			

            

			BOX 1.1 




			LA REFORMA DEL TÍTULO V DE LA CONSTITUCIÓN ITALIANA 




			



			 






			En el curso de un congreso realizado a finales del 2001, un especialista avanzó la hipótesis de que la transformación en sentido federal del  Estado italiano, que se había plasmado en la reforma del Título V de la  Constitución aprobada en febrero del mismo año y ratificada por un referéndum en noviembre, tuviese como objetivo el intento de la coalición de  centro-izquierda, entonces en el poder, de hacerle la competencia a la  Lega Nord, que había hecho del federalismo su bandera, con el fin de  romper consensos y ganar votos en las siguientes elecciones. 




			En el curso del debate, otro especialista puso en duda tal interpretación sosteniendo que, por el contrario, la coalición de centro-izquierda,  convencida de la inminente victoria de la coalición contraria, había querido reforzar la autonomía de las regiones para garantizarse una cuota de  poder dado que el centro-derecha era históricamente débil a nivel subnacional. 




			En este punto intervino un tercer especialista que, criticando ambas  explicaciones planteadas, sostuvo que la razón principal de la reforma  constitucional consistía en el intento de prolongar lo máximo posible la  legislatura (la segunda lectura de la disposición que no podía acontecer  antes de febrero del 2001), ya que el presidente de la República tenía interés en proceder a la disolución anticipada de las Cámaras por la clara  presencia en el país de una mayoría distinta a la que controlaba el gobierno nacional. 




			Estas tres posibles explicaciones, que apelaban a los objetivos de los  proponentes, no se contradecían totalmente pero ponían el acento sobre  diferentes dimensiones —el éxito electoral, la garantía de una cuota importante de poder político/administrativo, la táctica de supervivencia de un gobierno minoritario en el país— cuya importancia relativa podía constatarse  sólo desde un análisis exhaustivo del proceso de reforma constitucional. 




			




			 






			

            

			BOX 1.2  




			LA REFORMA EDUCATIVA EN ESPAÑA; LA LEY WERT 




			



			 






			Si tomamos ahora el ejemplo de la reforma educativa que quiso impulsar el Gobierno Rajoy, que empezó su legislatura en noviembre del 2011,  la llamada Ley Wert (nombre del ministro de Educación que la protagoniza), nos encontraríamos también con diversas explicaciones: 




			Desde un punto de vista político, la oposición al gobierno del PP entiende la reforma propuesta como el intento de incorporar una perspectiva ideológica conservadora y retrógrada en el sistema educativo español,  sirviendo los intereses de la Iglesia y de la iniciativa privada presente de  manera reducida en el conjunto del sistema. 




			Si atendemos a los sindicatos de maestros y profesores, la ley es un  ataque directo a la autonomía de los centros y a la profesión educativa. 




			Las Comunidades Autónomas no gobernadas por el Partido Popular,  entienden que lo que pretende la ley es laminar el campo competencial  propio de las regiones, abusando del concepto de ley de bases. Para el  gobierno catalán, la ley quiere, además, acabar con el modelo de inmersión lingüístico vigente desde los años ochenta. 




			El Partido Popular y el ministro Wert la ven como la mejor opción para  responder a la grave situación de fracaso escolar que sufre España, y  que se constata en los Informes Pisa. 




			Diversos expertos observan en la ley una voluntad segregadora entre  alumnos y un peligro de externalización de los mecanismos de evaluación.  




			Las explicaciones aquí recogidas apuntan a objetivos distintos, pero  todas ellas aluden a problemas existentes. Como decíamos para el caso  italiano, sólo un análisis decisional exhaustivo nos permitiría ir más allá  de esas impresiones y percepciones de los actores 




			




			 






			El capítulo 8, dedicado al estudio de las decisiones, contiene también lo que podríamos llamar líneas maestras para la redacción de un caso de estudio decisional, que pueden ser útiles a quien quiera reconstruir el nacimiento y desarrollo de una decisión específica de política pública.  




			Entender los procesos decisionales significa entender también lo que puede hacerse para maximizar las probabilidades de éxito de una propuesta o de un proyecto. Por lo tanto, el esquema conceptual puede usarse también en una óptica prescriptiva, con el fin de definir las líneas de acción que un innovador debería de tener en cuenta en su intento de «conducir a buen puerto» su proyecto de innovación. Esto significa, en clave explicativa, intentar responder de entrada a la pregunta de si el propio proyecto es factible desde el punto de vista decisional y si, por tanto, no existen elementos que impedirán la adopción de la decisión. Y, desde el punto de vista prescriptivo, qué será necesario hacer a fin de posibilitar que la propia decisión acabe siendo puesta en práctica.  




			Apuntemos dos notas más. En primer lugar, el esquema conceptual que presentaremos no trata de dilucidar sobre la mayor o menor bondad de la propuesta de reforma o de cambio. Es decir, la propuesta analítica que aquí proponemos, no indica si es una buena idea hacer frente a un problema específico de policy con tal o cual tipo de solución. Bien sea en el sentido de que la solución misma puede no ser en absoluto adecuada para alcanzar el objetivo, bien sea en el sentido de que puede no valer la pena afrontar ese problema (o que incluso sea contraproducente hacerlo). Comprender las dinámicas del proceso decisional no significa evitar la posibilidad de cometer errores, incluso relevantes.  




			Y sin embargo, en segundo lugar, buena parte de las propuestas y de los proyectos de innovación en las políticas públicas fracasa, en el sentido de que no consiguen alcanzar el momento de la implementación o de realización, porque el proceso ha sido mal planteado y gestionado por los actores. En otras palabras, la correcta aplicación del esquema analítico propuesto en las páginas siguientes pretende ayudar a evitar el fracaso decisional, lo cual no quiere decir que garantice el éxito sustancial o de contenido (y tampoco el propio éxito de que la decisión sea tomada, desde el momento en que la innovación puede demostrarse no factible o porque las circunstancias externas pueden variar y falsar el juicio de factibilidad). 




			Esto no significa, evidentemente, que pretendamos presentar aquí la «ciencia» de las decisiones, en el sentido de haber conseguido identificar leyes capaces de predecir los acontecimientos. Como iremos recordando, citando a uno de los padres fundadores del public policy  analysis, Aaron Wildavsky, la disciplina es más art and craft, arte y oficio, que ciencia en el sentido estricto del término (Wildavsky, 1979). La capacidad de manejar una decisión de política pública a través de las miles de trampas que encontrará en su camino exige mucho bricolaje, y acaba basándose en poquísimas certezas. Sin embargo, identificar cuáles son los principales elementos que contribuyen a determinar los resultados, hacer un poco de limpieza conceptual y, sobre todo, poner en guardia acerca de generalizaciones carentes de fundamento que abundan en esta materia, creemos que puede ayudar bastante a evitar errores y a identificar alternativas más o menos transitables. 




			2. Este último comentario nos conduce al segundo objetivo del volumen, que quizás será de mayor interés para los especialistas en ciencia política, pero que en realidad debería poder interesar a un público más amplio. El análisis de las decisiones, en la medida en que sitúa a quien lo practica en condición de formular conjeturas razonables sobre los factores que determinan los contenidos y las formas de las políticas públicas, constituye un potente antídoto contra las imágenes excesivamente simplificadas de los sistemas políticos que abundan en las páginas de los periódicos y de las revistas y que a menudo pueden inducir a error. Volveremos sobre este punto en el capítulo 8, al hablar del estudio de las decisiones, pero de momento podemos simplemente afirmar que el segundo objetivo de este volumen es ayudar a problematizar las imágenes, los paradigmas y los modelos que vinculan los resultados de los procesos decisorios a las características fundamentales de los sistemas políticos.  




			Por ejemplo, a través del estudio de los procesos de formulación de las políticas públicas (el policy making) es posible evaluar hasta qué punto es operativo y válido el modelo del «gobierno de partido» (party  government), según el cual los actores políticos dominantes son los partidos políticos o, en cambio, el del neocorporativismo, según el cual las decisiones más importantes se toman a través de acuerdos, formales o informales, entre los representantes de las grandes empresas, los sindicatos de trabajadores y el gobierno nacional. O incluso, si en el nuevo escenario tecnológico que impulsa la generalización de Internet, esas estructuras de actores y decisiones están cambiando y modificándose. En realidad es muy posible que en diferentes sectores de intervención del Estado funcionen diferentes mecanismos de toma de decisiones, y de hecho, como veremos en los capítulos siguientes, esto es lo que acostumbra a suceder realmente. Aquí es válido lo que decíamos antes: a pesar de la instintiva preferencia por explicaciones simples y sintéticas, por generalizaciones basadas en impresiones superficiales, el análisis meticuloso de los procesos decisionales nos ofrece una imagen mucho más articulada de las maneras en que son gobernadas las sociedades contemporáneas. Formas de gobierno que, más allá de cualquier otra consideración, están mucho más en línea con la extrema diferenciación interna que las caracteriza. Esto quiere decir, entre otras cosas, que el grado de libertad del que pueden gozar los agentes políticos y sociales en el intento de introducir innovaciones significativas de las políticas públicas es mucho más amplio de lo que habitualmente se piensa. 




			3. El tercer objetivo del volumen es más ambicioso y se sitúa en un nivel mayor de abstracción. La premisa es que, desde hace ya tiempo, las ciencias políticas y sociales, o al menos la parte más significativa de las mismas, han abandonado la pretensión de encontrar leyes generales capaces de explicar lo que sucede en la realidad (Panebianco, 2010). Como ha observado Elster, «las ciencias sociales distan años luz de la fase en la cual puedan formularse regularidades universalmente válidas (law-like), sobre el comportamiento humano» (Elster, 1989, p. viii).* El camino que muchos autores han emprendido, y que intenta también responder a las dificultades implícitas del hecho de que, frecuentemente, los fenómenos que queremos explicar son casi únicos, es la búsqueda de mecanismos causales, de teorías parciales o incompletas, que sean capaces de reflejar cuanto sucede. No pretendemos reconstruir aquí el debate sobre el concepto de «mecanismo» y sobre las diversas definiciones que de éste se han dado por parte de: Coleman (1964) «teorías quizás verdaderas»; Elster (1989) «modos plausibles y observados con frecuencia en los que las cosas ocurren»; o «estructura de incentivos» que, en un modelo, es capaz de generar resultados específicos (tal como afirma Scharpf, 1997, p. 35, nota 4, citando un manuscrito no publicado de R. Bates, A. Greif, M. Levi, J-L. Rosenthal y B. Weingast); o en Petersen (1999, p. 62) secuencias causales específicas que explican las acciones individuales en el ámbito de contextos diferentes.  




			Nos interesa en cambio observar dos cosas.  




			La primera es que tales mecanismos deben ser situados dentro de un esquema conceptual. De algún modo tenemos que asumir el riesgo de especificar, antes de iniciar el análisis empírico de un acontecimiento real, qué esperamos encontrar y, por tanto, hemos de tener una lista de variables que puedan ser utilizadas para investigar un conjunto completo de fenómenos (Ostrom, 1996). Este esquema conceptual es mucho menos que una teoría, en el sentido de que no es capaz de predecir los resultados. Pero sirve, en cambio, para especificar con una cierta meticulosidad cuáles son las variables que los influyen, y permite formular las hipótesis para validarlas o falsarlas en el análisis empírico.  




			La segunda observación es que en el debate científico sobre los mecanismos, ha sido observado cómo éstos pueden concernir al contexto en el que se desarrolla la acción, las matrices psicológicas de la acción individual o incluso la relación que se establece entre los individuos. Esta última categoría —los mecanismos relacionales— es la que nos interesa particularmente en esta ocasión, desde el momento en que, como veremos, ello permite considerar que los resultados de los procesos decisorios de política pública dependen de las interacciones que se establecen entre una pluralidad de actores. El tercer objetivo que este volumen se propone, pues, es el de aportar un esquema conceptual general que sea aplicable a toda la clase de fenómenos que llamamos «decisiones de policy» y que nos permita identificar, o al menos ayudarnos a suponer, los mecanismos causales de tipo relacional que podrían operar en diversas circunstancias. De este modo entendemos que sería también posible comprender mejor los microfundamentos de las políticas públicas y, en consecuencia, ser capaces de realizar una reconstrucción de los motivos de las acciones individuales, cuya combinación genera una transformación significativa de las distintas maneras o modos mediante los cuales se hace frente a la solución de un problema colectivo.  




			Los dos primeros objetivos se alcanzarán si los lectores de esta obra, incluso aquéllos quizá desprovistos de conocimientos de ciencia política y de análisis de las políticas públicas, aprovechan el esquema conceptual que presentaremos en los capítulos siguientes para estudiar las decisiones o incluso para intentar influir en sus resultados. Al hacerlo, como es obvio, pondrán implícitamente en duda los paradigmas y los modelos generales.  




			El tercer objetivo, en cambio, conlleva que el debate actualmente en curso (Panebianco, 2010, Vallés-Ballart, 2012) sobre las temáticas fundacionales de las ciencias políticas y sociales recoja, en el framework que presentaremos, algún elemento útil para enriquecer la reflexión sobre la relación que conecta las acciones individuales (micro) con los resultados a nivel colectivo (macro). Probablemente el punto de vista adoptado en este volumen, con su énfasis sobre las estrategias de los innovadores, dificultará esta extensión del valor del marco analítico propuesta hacia un nivel más alto de abstracción. Sin embargo, se trata de un desarrollo que, antes o después, la ciencia política tendrá que emprender si no quiere renunciar del todo a una cierta utilidad de sus elaboraciones en la mejora de los modos de acción de los actores políticos mismos. Pero sobre este punto nos detenemos aquí. 




			



			 






			1.3. El análisis decisional: tradiciones y utilidad  




			



			 






			El estudio de las decisiones, entendido literalmente, bien como identificación de los criterios y de los procesos a través de los cuales se escoge entre opciones, bien como modo de investigación de diversas características de los sistemas políticos, probablemente vivió su máximo esplendor en el periodo 1960-1980. Posteriormente, mientras que por un lado los progresos realizados a nivel teórico y analítico eran utilizados para profundizar en una serie de fenómenos diferentes, por otro, las críticas a los presuntos presupuestos teóricos de ese debate fueron cada vez mayores, y la atención de los especialistas disminuyó poco a poco. 




			Seguramente es por ello que el volumen quizás más completo sobre decision making sea una antología publicada en un lejano 1982 como soporte didáctico a los cursos de la Open University inglesa, en la que el estudiante podía encontrar (casi) todo lo que se había escrito sobre el tema (McGrew, Wilson, 1982).  




			En realidad, el interés del periodo que va desde 1960 a 1980 tiene razones claras. Ante progresos teóricos que permitían representar el proceso de elección en los contextos públicos, el estudio de las decisiones destacó como uno de los instrumentos privilegiados para el estudio de la política y en particular de la distribución del poder político. 




			El referente principal lo constituye el volumen de Dahl Who Governs?, que representa una etapa fundamental en la afirmación del paradigma pluralista en la ciencia política del siglo XX. Volveremos de nuevo a ello en el capítulo 8, pero de momento podemos afirmar que el objetivo de la investigación de Dahl y sus colaboradores era mostrar cómo la efectiva distribución del poder político en las comunidades locales (o más en general en las sociedades contemporáneas) no podía estudiarse sólo a través del análisis institucional —tiene poder quien ocupa posiciones de autoridad— ni tampoco sólo a través del análisis reputacional —tiene poder quien es percibido por sus propios conciudadanos como especialmente poderoso— sino que tenía que ser investigado preguntándose quién tiene la capacidad efectiva de influir en las elecciones clave, en las políticas públicas. En otras palabras, en la lógica de Dahl, el poder político es esencialmente el poder de tomar decisiones. O, si se quiere, la capacidad de que las instituciones públicas asuman las opciones que uno desea.  




			Dahl, ponía pues en duda el valor, en el plano empírico, de la teoría de las élites. Aquélla según la cual «bajo la fachada de la política democrática, quien suele dirigir las cosas en realidad es una élite social y económica» (Dahl, 1961, p. 6).* Entre las preguntas que se planteaba, dos son especialmente interesantes para nuestros fines (Dahl, 1961, p. 7): 




			



			 






			•  ¿Cómo se toman realmente las decisiones políticas importantes? 


			•  ¿Qué personas tienen más influencia sobre las decisiones? 




			



		   






			La conclusión alcanzada en el caso estudiado —la ciudad de New Haven, donde tiene su sede la Universidad de Yale— es que, mirando el tema desde la perspectiva del largo plazo, había habido una transformación que supuso pasar del dominio de una oligarquía hacia un sistema abierto y pluralista, y que en el corto plazo, ello había conducido a un sistema político muy condicionado por el ejecutivo (el alcalde y la estructura burocrática permanente). 




			Para Dahl, el caso de New Haven es paradigmático de una evolución de la política americana y más en general de los sistemas democrático-representativos contemporáneos. Sistemas que se caracterizarían por un modelo de «poliarquía», en el cual, el poder —entendido como la capacidad de un individuo o de un grupo de influir los comportamientos de otros individuos o grupos a través del uso de las instituciones públicas— puede ser observado a través de la reconstrucción de cómo son tomadas las decisiones importantes. Pero que, por otro lado, depende en cada caso de los recursos que cada sujeto sea capaz de movilizar. Por lo tanto, no cabe duda de que algunos actores son más potentes que otros porque pueden movilizar más recursos. Sin embargo y dado que:  




			



			 






			a) los recursos no son completamente acumulables y no es obvio que quien tiene una mayor cantidad de un determinado recurso disponga también de la mayor cantidad de otro, y que 




			b) en un régimen democrático se garantiza que todas las cuestiones puedan incluirse en el orden del día, es decir, puedan entrar en la agenda política, el poder político tiende a ser distribuido de un modo bastante amplio en la sociedad y no a estar concentrado en manos de unos pocos oligarcas. 




			



			 






			La importancia y el éxito del trabajo de Dahl no pueden infravalorarse en absoluto. 




			En primer lugar, su conceptualización de la noción de poder político como capacidad de influencia, retoma y refleja la afirmación de Max Weber según la cual una autoridad política estable ha de fundamentar su poder en su legitimidad y, por lo tanto, apoyarse en que los ciudadanos crean de forma generalizada que tienen que obedecer las órdenes. Esto quiere decir, por supuesto, que el ejercicio del poder necesita recursos (legales, de consenso, de otro tipo), pero que no se identifica con ellos. El poder no es atributo de un sujeto sino, precisamente, una relación entre tal sujeto y otros sujetos. Al límite entre el soberano y la entera masa de los súbditos. Pero se da sólo si existe verdadera obediencia. Si ese poder permite modificar el comportamiento de otros sujetos.  




			En segundo lugar y claramente relacionado con el punto precedente, Dahl situó en el centro del análisis político el estudio de las decisiones. Para entender quién manda es necesario entender quién ha optado por una de las alternativas específicas. Al plantearlo así, reforzó la imagen pluralista de los sistemas políticos contemporáneos: dada la creciente complejidad de las decisiones verdaderamente importantes, es más que razonable imaginar que las sociedades contemporáneas vean interactuar una pluralidad de actores con diferentes objetivos y recursos que se influyen mutuamente. 




			Y precisamente por esta estrecha asociación entre el paradigma pluralista y el estudio de las decisiones, el enfoque de Dahl y de su escuela fue implícita y explícitamente criticado.  




			Las primeras objeciones fueron formuladas casi inmediatamente tras la publicación de Who Governs? y vinieron de dos autores (Bachrach, Baratz, 1963 y 1970) que acusaron a Dahl de desatender una dimensión importante del poder. Afirmaron, fundamentalmente, que no es cierto que la única forma de ejercicio del poder político, y quizás ni la más importante, sea la derivada de la capacidad de influir en las decisiones. Una forma ciertamente más sutil, pero no por ello menos importante, consiste en el hecho de ser capaces de impedir que determinadas cuestiones sean tratadas en el orden del día y, por lo tanto, que pueda incluso iniciarse el proceso decisional. En otras palabras, es posible que los recursos de un actor específico sean tan grandes que pueda impedir que otro actor perciba la posibilidad misma de imponer elecciones que sin embargo serían de su propio interés. También plantea esta crítica, de un modo todavía más radical, Steven Lukes (1979) quien afirma que el mayor poder consiste en la capacidad de modelar las preferencias de los individuos, de modo que sean inducidos a apoyar elecciones que en realidad van en contra de sus intereses. 




			El método decisional en el análisis de la política queda así bajo sospecha, ya que podría de hecho esconder un conservadurismo implícito, en cuanto acredita como democráticos y pluralistas sistemas políticos en los que las elecciones finalmente llevadas a cabo son sólo aquéllas que no importunan realmente a la élite dominante. Como veremos en el siguiente capítulo, esta acusación de conservadurismo tiende a resurgir en el debate científico sobre la toma de decisiones y, sin embargo, a pesar de la aparente solvencia de las críticas, entendemos que ello no es un motivo suficiente para descartar el análisis decisional de la caja de herramientas del científico por diversas razones.  




			En primer lugar, como han sostenido entre otros Parry y Morriss (1974) muchas de las que se denominan como «no decisiones», son en realidad «decisiones de no decidir», y pueden ser estudiadas con los mismos instrumentos del análisis decisional, adaptándolos si ello es necesario. Por ejemplo, Crenson (1971), sobre cuyo trabajo volveremos más adelante, hizo exactamente esto a través de un análisis de las razones por las que una comunidad local, a diferencia de otra, no adoptó una política contra la contaminación atmosférica. 




			En segundo lugar, Lukes tiene razón al considerar que es posible que las instituciones y las élites que existen en toda sociedad, logren modelar las preferencias de los individuos para llevarles a preferir aquello que en realidad les conviene a las élites dominantes. Y sin embargo, el problema que se plantea es que los sistemas políticos democráticos, o como queramos llamarles, están precisamente gobernados por las preferencias de los ciudadanos, partiendo de la hipótesis de que esas preferencias se corresponden realmente con los intereses de quienes las expresan. Si tal hipótesis no es verdadera, como es posible e incluso probable, ello nos deja con el incómodo interrogante de preguntarnos «¿Quién conoce los verdaderos intereses de los ciudadanos?». ¿La élite intelectual? ¿El partido político dominante? Se trata de preguntas a las que ciertamente no es posible dar una solución satisfactoria por ahora, y ello puede llevarnos a recordar la famosa frase de Winston Churchill (que no por casualidad había sido derrotado hacía bien poco en unas elecciones) según la cual «la democracia es la peor forma de gobierno, con excepción de todas las otras formas que han sido utilizadas a lo largo del tiempo».  




			En tercer lugar, es necesario recordar que en este volumen no examinamos el análisis de las decisiones en el ámbito público con el fin de estudiar la distribución del poder político en las sociedades contemporáneas, como pretendía Dahl. Nuestro objetivo, como hemos dicho, es tratar de comprender cuáles son los elementos que caracterizan los procesos de decisión y, por consiguiente, identificar las razones por las que ha sido adoptada una determinada opción, o valorar si resulta razonable pensar que una determinada propuesta pueda ser llevada a cabo. En otras palabras, pretendemos ocuparnos de las decisiones de policy y no de cualquier decisión llevada a cabo por actores políticos o institucionales.  




			Esta referencia a la tradición disciplinar del análisis de las políticas públicas es fundamental para comprender la diferencia entre el uso del análisis decisional realizado por los seguidores de la escuela pluralista y nuestro enfoque. Esto no se debe tanto al hecho de que, como también han sostenido algunos investigadores (Harrop, 1992), el concepto de política pública es más amplio que el de decisión, lo que sin duda es cierto, aunque, en última instancia, una política pública es también un conjunto de elecciones. La verdadera razón es que la cuestión de «quién manda» es sólo uno de los aspectos posibles, y quizás no el más relevante, de las preguntas de investigación que nos podemos plantear en el ámbito de la public policy analysis. De hecho, como dijeron acertadamente Heclo y Wildawsky (1974, p. XIV) «una policy no es una constante sino una variable, y el poder no es una suma finita, sino que es extensible en todas direcciones». Esta relativa marginalidad de la cuestión del poder político en el análisis de las políticas está determinada por el hecho de que el equilibrio final alcanzado en una decisión de policy puede poner de acuerdo, y a menudo lo hace, a una pluralidad de intereses distintos que no están necesariamente compitiendo entre ellos, y es una consecuencia de que las decisiones suelen tomarse en condiciones absolutas de incertidumbre (ontológica).  




			La relación entre estos dos conceptos fue bien expresada por Heclo: «La política tiene sus orígenes también en la incertidumbre: los hombres están colectivamente perplejos ante qué hacer [...] Los gobiernos no se limitan a ejercer el poder [...] sino que tratan también de encontrar la solución. El proceso de policy making es una forma de investigación colectiva en nombre y por encargo de la sociedad». Los términos utilizados por Heclo (1974, p. 305) en el original —governments not only power; they also puzzle— dan cuenta de esta característica fundamental de las decisiones de política pública aún mejor que nuestra traducción. En este escenario, las críticas planteadas respecto al pluralismo —y por extensión al análisis decisional— son relevantes hasta cierto punto. Muy a menudo, el problema no se sitúa tanto en la posibilidad de imponer las propias preferencias, sino en qué puede hacerse realmente para tratar de afrontar un problema colectivo.  




			Dicho esto, es necesario añadir que al nivel micro de la decisión singular, la imagen plural, aunque no necesariamente pluralista, del campo decisional planteada por Dahl, funciona lo suficientemente bien para caracterizar la manera mediante la cual se desarrollan las elecciones de interés colectivo. Esto no significa necesariamente que haya una especie de destino ineluctable que lleva a las sociedades contemporáneas a devenir más abiertas y democráticas, o en cualquier caso más poliárquicas como sugiere la escuela pluralista. Sin embargo, el carácter cada vez más complejo de la toma de decisiones de política pública, el aumento de la incertidumbre sobre los resultados a medio y largo plazo (determinado por el hecho de que nuestros instrumentos de diagnóstico de las interconexiones entre diferentes aspectos de las sociedades contemporáneas han superado con creces nuestra capacidad de elaborar terapias apropiadas a los problemas que tenemos delante) hacen altamente plausibles hipótesis que sostienen la influencia de muchos y diversos sujetos en la arena de las políticas públicas.  




			Y, en cualquier caso, los instrumentos analíticos elaborados para el estudio de las decisiones son demasiado valiosos para renunciar a ellos al entenderlos asociados a una teoría política específica. Ello equivaldría a renunciar al análisis estadístico porque a menudo ha sido usado para demostrar la estrecha relación entre variables que, en realidad, no tienen entre sí ningún nexo causal plausible.  




			Además, en nuestro caso, el problema de la toma de decisiones importantes en la solución de los problemas colectivos, más que un problema científico, es un problema que tiene que ver directamente con nuestra vida como ciudadanos. Una ciencia de las políticas que quiera afirmar la propia relevancia, incluso práctica, no puede eximirse de plantear preguntas y tratar de dar respuestas adecuadas.  




			



			 






			1.4. La estructura del libro 




			



			 






			El tema de la decisión y del análisis decisional se expondrá como sigue: 




			En el próximo capítulo, retomando en parte lo expuesto en el párrafo precedente, trataremos de aclarar qué entendemos por decisión, y decisión de policy en particular, identificando la complejidad y la incertidumbre como componentes esenciales del tipo de fenómenos que nos interesan. Se discutirán después los principales modelos de análisis de la decisión que nos ha legado la literatura de las ciencias sociales. Concluiremos ese capítulo con la presentación del modelo usado en el volumen, especificando cuáles son sus componentes. 




			El capítulo que sigue está dedicado a los actores de los procesos decisionales. Tras una breve discusión sobre el concepto de actor, y en particular sobre la distinción entre actores individuales y actores colectivos, se analizarán a continuación los objetivos que tienen los actores, sus diferentes racionalidades de acción, los tipos de recursos que pueden movilizar y los roles típicos que éstos desempeñan en los procesos decisionales. Finalmente, se introducirá el concepto de network decisional y las propiedades que puede tener. 




			El cuarto capítulo aborda el examen del contenido de la decisión, de su influencia sobre los resultados del proceso y de las modalidades mediante las cuales éste puede ser analizado. 




			El quinto capítulo se ocupa de las formas que los actores pueden o deben utilizar para interactuar entre ellos. Tras una breve discusión sobre los procedimientos formales definidos institucionalmente, se presentará una clasificación de las modalidades de interacción que se pueden utilizar en el análisis. 




			El sexto capítulo concluye la presentación de los componentes del modelo con el examen del contexto (o entorno) de la decisión. Además de proponer modalidades simples para «medir» ese entorno, se introducirá el concepto de ventana de oportunidad. 




			En el séptimo capítulo se articulan los diversos componentes del modelo de análisis. Coherentemente con la formulación ya anunciada, es decir, que nuestro punto de vista será el propio del innovador, o sea, de quien pretende alterar, de forma no marginal, el contenido de una política pública, dicho capítulo aborda las estrategias que se pueden poner en práctica para alcanzar los objetivos de trasformación. Se trata de un capítulo extenso en el que se pretende mostrar, a partir de un buen número de ejemplos, cómo todos los componentes del modelo pueden usarse con el fin de crear una situación favorable para la toma de la decisión. Los ejemplos de este capitulo, así como otros dispersos en todo el libro, proceden de la realidad italiana y española (con alguna incursión en la realidad latinoamericana) que los autores conocen bien, pero entendemos que pueden ser ilustrativos de situaciones parecidas que pueden darse en otros muchos lugares, e invitamos a construir casos y ejemplos en la misma línea procedentes de otras situaciones y/o países.  




			El capítulo que sigue está dedicado al modo en el que podemos estudiar las decisiones, poniendo así de relieve algunos elementos metodológicos imprescindibles, ya sean los diferentes objetivos cognoscitivos que pueden desprenderse del análisis decisional, ya sean las varias estrategias que pueden ser usadas con este fin.  




			El último y breve capítulo aborda la enseñanza del análisis decisional tomando en consideración la experiencia acumulada en investigaciones y casos anteriormente analizados.  




			Finalmente, un post scríptum sobre los efectos del cambio tecnológico en el proceso de formación de las políticas públicas, un glosario que retoma las definiciones que aporta el texto, y un apartado con las referencias bibliográficas, concluyen el volumen. 




			



	    


	 	

	    

            



			 






			CAPÍTULO 2 




			



			 






			¿CÓMO ENTENDER UNA DECISIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS?  




			¿NECESITAMOS UN MODELO? 




			



			 






			2.1. Qué es una decisión de policy 




			



			 






			El concepto en torno al cual gira este volumen es el de «decisión de policy» o «decisión de políticas públicas», y por lo tanto hemos de partir de este punto. Menos simple de lo que cabría imaginar.  




			Si tuviéramos sólo en cuenta la etimología de la palabra decisión, el problema sería bastante sencillo: decidir —del latín de-coedere— significa cortar, ir descartando las opciones disponibles hasta que sólo nos quede una. Decidir, por tanto, sería sinónimo de elegir, y decisión es sinónimo de elección. 




			Cada día tomamos muchísimas decisiones. A veces conscientemente y más a menudo de forma inconsciente (o, mejor, automáticamente). Esto implica que, al menos en abstracto, existen alternativas para muchas de las acciones que realizamos. Cuando nos levantamos por la mañana podemos decidir si tomarnos un café, un té o bien una copa de licor, pero ello implica de entrada que tenemos a disposición en casa estas tres bebidas o bien que podemos acudir fácilmente a un bar.  




			No obstante, es evidente que no podemos decidir despertarnos. El hecho de despertar es el resultado de un proceso natural (o forzado, vía despertador) que ocurre con completa independencia de nuestra voluntad. Podemos decidir suicidarnos arrojándonos desde una ventana, o menos trágicamente, tirarnos al agua desde un trampolín, pero en cambio no podemos cambiar de idea a mitad del vuelo. La ley de la gravedad lo impide.  




			Estos ejemplos ponen de relieve algunos elementos esenciales: la decisión implica un acto de voluntad y la existencia de alternativas. Si no existe ese acto, y no existen esas alternativas, no hay decisión.  




			Uno de los ejemplos más claros de la importancia del acto de decidir es probablemente la ceremonia del matrimonio, en cuyo transcurso se plantean explícitamente las preguntas «quieres tú, Carlos, tomar como esposa a la aquí presente Lucía» y «quieres tú, Lucía, tomar como esposo al aquí presente Carlos». La idea es que frente a una acción cargada de consecuencias como la elección de la persona junto a quien pasar (quizás) el resto de nuestra vida, es necesario hacer explícita la voluntad de tomar tal decisión, ofreciendo así la posibilidad de responder negativamente.  




			Pero justamente este ejemplo muestra lo que afirma Bobbio (1996, p. 11): «el acto de decidir, considerado en sí y por sí, [...] es de escaso interés analítico y suele ser difícil de atrapar desde el punto de vista empírico». Si tratáramos de explicar esa decisión, y acabáramos respondiendo a la pregunta de por qué Carlos y Lucía se han casado, con la conclusión de que ha sucedido porque han respondido afirmativamente a la pregunta que les ha planteado quien oficia la ceremonia, sería tautológico y estúpido. En realidad, seguramente «la elección» ocurrió mucho tiempo atrás, y las razones que condujeron a esa situación a menudo no son claras ni siquiera para los dos contrayentes. 




			Esto es todavía más evidente en el caso de decisiones adoptadas en ámbitos diferentes a la esfera personal. Por poner un ejemplo sacado de la crónica política española del 2013, el momento en el que el gobierno decidió aprobar un proyecto de ley que reforma el sistema educativo no coincide ciertamente con el día en que formalmente se aprobó en Consejo de Ministros. La decisión fue sin duda adoptada mucho antes y el contenido de la reforma ha ido cambiando y cambiará progresivamente a causa de la intervención de un amplio número de sujetos. Si sólo tenemos en cuenta la presentación en la rueda de prensa posterior al Consejo de Ministros, no hubiéramos llegado a esa conclusión.  




			Por lo tanto, junto al hecho de que una decisión implica un acto de voluntad, y la existencia de alternativas, un tercer elemento fundamental es el proceso a través del cual se ha llegado a la elección final, o sea, la secuencia de acciones y de decisiones elementales que han acabado determinando su contenido.  




			Estudiar la decisión significa estudiar los procesos decisionales, los mecanismos mediante los cuales se «decide decidir», se analizan y se desechan las posibles alternativas y se alcanza el resultado final, que puede ser también el de «decidir no decidir», dejando las cosas exactamente tal y como están.  




			Esta última observación añade un cuarto elemento. Una decisión debe comportar al menos una potencial transformación o cambio en el mundo que nos rodea. Si decidimos tomar un café en casa significa que nuestras provisiones de café disminuirán. Una ley de reforma del sistema educativo pretende modificar la manera en la que se organizan los ciclos formativos o los contenidos de las materias. Puede ser que al final esos cambios no se consigan, pero probablemente ésa era la intención de al menos una parte de los sujetos que han intervenido en el proceso de elaboración de la reforma. 




			En consecuencia, una decisión ha de tener un objeto, unos contenidos, y esos contenidos pueden ser diversos. 




			En primera instancia, la decisión puede tener que ver con la elección de los medios que tenemos a disposición para alcanzar una meta, un objetivo. Para ir al trabajo, por ejemplo, podemos elegir coger el coche, utilizar el transporte público o, si disponemos de tiempo suficiente, ir a pie. Podemos elegir si pasar nuestra vacaciones en el mar o en la montaña, si enviar a nuestros hijos a una u otra escuela, etcétera. En estos ejemplos, los objetivos son claros: tenemos que ir a trabajar, queremos pasar unas buenas vacaciones y deseamos dar una buena educación a nuestros hijos.  




			Sin embargo, a menudo las cosas no son tan sencillas. A veces, para comprender de verdad las razones de una determinada elección hemos de ir más allá, ya que la verdadera decisión puede tener que ver más con los objetivos que queremos conseguir que con los medios disponibles para hacerlo. La elección de la carrera profesional puede ser un ejemplo: el problema a resolver en este caso no tiene que ver tanto con las alternativas a disposición como con los objetivos que se nos plantean. La elección de convertirse en médico puede estar dictada por la voluntad de ser útiles al prójimo, por el deseo de seguir la tradición familiar, por lo atractivo de una carrera en un sector intelectualmente estimulante o, sencillamente, por que pensamos que es una profesión en la que se gana mucho dinero. En buena medida, es cierto que las razones individuales que conducen a hacer la carrera de medicina seguramente incorporan una mezcla diferente de todos estos elementos, o incluso de otros, pero entonces lo que supone una verdadera elección, la decisión sustancial, es definir cuáles son los valores prioritarios que se quieren perseguir y que quizá nos llevarán a considerar alternativas profesionales completamente distintas a la de médico, como la de ser misionero, comerciante, físico o financiero.  




			El problema de si la elección es la de los medios o la de los fines (que seguramente a su vez pueden también considerarse medios en un nivel sucesivo: quiero hacerme rico o quiero ayudar al prójimo porque imagino que de ello dependerá mi felicidad) es evidentemente crucial en las decisiones políticas en sentido estricto (MacKenzie, 1982, pp. 16-17).  




			Antes de pasar a las decisiones «públicas», hemos de considerar otro aspecto que sigue estando relacionado con las decisiones que tienen lugar en la esfera privada. Hasta ahora, de hecho, hemos imaginado que las elecciones tienen consecuencias sólo para el sujeto que las lleva a cabo. Pero muchas veces ello no es así. Aunque siempre es determinante el comportamiento individual en el ámbito de la decisión, en algunos casos los resultados del proceso dependen de la acción de otros individuos. Por volver al ejemplo del matrimonio, el deseo de Carlos de casarse con Lucía se queda justamente en eso, un deseo (y probablemente un motivo de infelicidad) si Lucía no está de acuerdo en ello. De ahí el complejo problema de cómo sumar o agregar las preferencias individuales. 




			Este problema es crucial en las elecciones realizadas en la esfera pública, es decir, las que tienen consecuencias, directas o indirectas, reales o potenciales, sobre toda una colectividad, ya sea la población de un municipio, de una región, de una nación o del planeta entero. Desde el final de los estados absolutos (o incluso antes) y en cualquier caso en los regímenes democráticos, este tipo de decisiones son de carácter colectivo, ya que implican la necesaria interacción de una pluralidad de individuos. Como veremos en el próximo apartado, esta característica tiene consecuencias relevantes, sobre todo hoy en día.  




			De entre las decisiones adoptadas en la esfera pública, adquieren particular relevancia las que conciernen a las políticas públicas (las decisiones de policy). Hay que señalar que no son las únicas que se toman en la esfera pública: por ejemplo, las decisiones que implican un nombramiento (sea a través de elección o de otro tipo de designación) para ocupar posiciones dotadas de autoridad legal son igualmente importantes y sólo con una concepción excesivamente laxa sobre los conceptos a utilizar podrían ser asimiladas a las decisiones de policy. 




			Con todo, las decisiones de policy representan seguramente la parte más visible, y de mayor interés para los ciudadanos en relación con la actividad de gobierno, y por tanto, es importante aclarar de manera precisa qué es una política pública. 




			Una de las definiciones más difundidas es la que propone Dye (1987, p. 1) quien afirma que una política pública es «todo lo que los gobiernos deciden hacer o no hacer». Con el mismo espíritu Mény y Thoenig (1989, p. 129) proponen la siguiente definición: «una política pública es el producto de la actividad de una autoridad investida de poder político [puissance] y de legitimidad gubernamental». 




			Más articulada es la definición que contiene un manual aparecido en varias lenguas que afirma que una política pública es «un conjunto de acciones y decisiones llevadas a cabo por diversos actores con la finalidad de resolver un problema definido políticamente como público (Subirats, Knoepfel, Larrue, Varone, 2007, p. 38).  




			Como es evidente, mientras Dye, Mény y Thoenig afirman que las políticas públicas son solamente las actividades desarrolladas por las instituciones públicas, Subirats-Knoepfel y sus coautores, aun afirmando la necesidad de la participación de éstas, admiten que los actores pueden ser también privados, aunque introducen dos cautelas: la primera es que el conjunto de las acciones debe ser, al menos en las intenciones, coherente, y la segunda, que apunta a la existencia de un problema colectivo. 




			Desde un mayor nivel de abstracción, podemos definir una política pública como un conjunto de decisiones y actividades que están ligadas a la solución de un problema colectivo, esto es, «cualquier insatisfacción relativa a una necesidad, una demanda o una oportunidad de intervención pública» (Dunn, 1981, p. 60). 




			Dentro de esta definición no hay limitaciones relativas a la coherencia de las acciones (hay que considerar actores del proceso también a aquéllos que se oponen a la solución del problema), ni a la obligada presencia de instituciones públicas (aunque estarán presentes con toda probabilidad). Es en cambio decisivo, la existencia de un problema colectivo cuyos contornos son objeto, inevitablemente, de la interpretación que haga de los mismos el analista. Un analista obligado, obviamente, a considerar qué piensan los actores y cómo éstos definen el problema. No se plantean tampoco limitaciones relativas a la naturaleza de los problemas, ya que es del todo evidente que en el curso de la historia y en diferentes lugares ha habido variaciones significativas de los problemas definidos como colectivos, o mejor aún, de los problemas para los que ha sido propuesta o requerida una actuación de los poderes públicos.  




			La razón por la que preferimos aquí optar por una definición más amplia está relacionada, en buena parte, con la ambición de este volumen ya declarada en el capítulo precedente y que será sucesivamente articulada en los capítulos finales. Como hemos dicho, queremos asumir decididamente un punto de vista propio del innovador. Es decir, de quien pretende alterar, de modo no marginal, el contenido de una política pública. Lo cierto es que no necesariamente los innovadores son actores públicos, aunque casi siempre tratan de influir en el comportamiento de las instituciones. Afirmar una relación biunívoca estricta entre actividades de los gobiernos y existencia de políticas públicas, soslayaría el hecho de que más allá de las decisiones de modificar el modo de resolver un problema colectivo, e incluso antes de reconocer la existencia del mismo, existen ya actores sociales, expertos, grupos de interés, personalidades individuales, en el entorno de esa problemática.  




			En realidad, se podría ir todavía más allá y sostener que lo que define como pública una política es únicamente la existencia de un problema colectivo. Actualmente buena parte de las políticas culturales en varios países del mundo son promovidas y sostenidas financieramente, a veces de modo predominante, por fundaciones o empresas. ¿Podemos considerar que dada esa situación, no se trata de políticas públicas? Y más aún, la expansión del microcrédito como instrumento para las políticas de desarrollo en los países más pobres se atribuyó en general a la Grameen Bank y a su fundador Mohammed Yunus. En teoría se trataba de una actividad casi exclusivamente desarrollada por sujetos privados, pero sin duda el problema al que trata de responder es colectivo. Hasta el punto que dicha actividad recibe financiación a fondo perdido o a tasa de interés muy baja por parte de instituciones públicas y organizaciones sin ánimo de lucro. No es éste el lugar para examinar a fondo esta cuestión, aunque es evidente que si una actividad se desarrolla en la esfera política ello acaba teniendo consecuencias importantes sobre cómo se toman las decisiones.  




			La definición aquí propuesta, en definitiva, nos permite observar las decisiones que nos interesan sin asumir de manera preconcebida que se deba apuntar exclusivamente a las actividades de los gobiernos. Y por tanto apuntando a que la esfera pública no se agota en el estricto espacio de lo institucional. 




			Por consiguiente, y recordando que una decisión conlleva un acto de voluntad, que puede concernir tanto a los fines como a los medios y que con toda probabilidad implicará la intervención de una pluralidad de sujetos, podemos definir como decisiones de policy los procesos de elección entre varias alternativas de solución en relación con un problema colectivo, y por lo tanto de transformación o de alteración de los modos mediante los cuales éste es afrontado.  




			



			 






			2.2. Las características de las políticas públicas  contemporáneas 




			



			 






			Como acabamos de decir, el surgimiento de los problemas colectivos, o mejor, el reconocimiento de que un problema es colectivo, ha ido variando tanto en el tiempo como en el espacio. Lo que se considera como inevitablemente público en un país no tiene esa misma consideración en otro. Por ejemplo, mientras que la exigencia de ahorrar para «mandar a los hijos a la universidad» es considerado como natural en EE. UU., no lo es en absoluto en Gran Bretaña, hasta el punto de que los aumentos de las tasas universitarias decididos por el gobierno laborista de Tony Blair, y después seguidos y profundizados por el gobierno conservador de David Cameron, han generado conflictos muy significativos en la esfera política y social. Al contrario, durante muchísimos años en Europa se consideró que introducir una legislación que evitara la formación de monopolios y oligopolios, similar a la estadounidense, era una injerencia excesiva del Estado en el funcionamiento del sistema económico. 




			Estas diferencias entre países existen y son llamativas, pero podemos igualmente advertir en los últimos 250 años una evolución de las políticas públicas que nos permite hablar de sus características típicas en la época contemporánea. Entendemos que se trata de un punto clave: sólo si se comprende la naturaleza de los problemas colectivos y las formas con las que hoy se piensa resolverlos, será posible imaginar cómo puede alguien que quiera impulsar un cambio o innovación, lograr una pequeña o gran trasformación en las políticas públicas. 




			La reconstrucción siguiente es necesariamente esquemática (y deudora de Dente, 2004), pero entendemos que no por ello menos útil para desarrollar nuestro razonamiento. 




			El punto de partida está representado por las revoluciones americana y francesa y por la generalización del modelo del estado liberal. Precisamente, en esta fase nacen algunas de las características básicas de las administraciones públicas que persistirán en las fases siguientes y que fueron magistralmente resumidas por Max Weber en la concepción de burocracia legal-racional. En las raíces de este modelo encontramos tanto las tareas propias del Estado como los instrumentos de los que se sirve. Las tareas propias del Estado liberal son las de asegurar internamente el orden público, permitiendo lo más ampliamente posible el que los ciudadanos puedan perseguir sus propios intereses, siempre que ello no menoscabe los intereses ajenos. En este sentido, los instrumentos utilizados son esencialmente de naturaleza regulativa, es decir, tendentes a determinar los comportamientos individuales y colectivos a través, o bien de reglas generales a las que obedecer (normas imperativas y de prohibición), o bien condicionando el desarrollo de determinadas actividades a la emisión de las autorizaciones o permisos pertinentes por parte de las administraciones públicas. En cualquier caso, la actividad administrativa está completamente dominada por la ley, de manera que el Estado liberal se vuelve sinónimo de Estado de derecho. Es decir, una forma de Estado en la cual las instituciones públicas pueden hacer sólo aquello que está previsto en el conjunto de normas generales y abstractas aprobadas por los órganos titulares del poder legislativo. Y deben hacerlo además en la forma en que esa normativa establezca.  




			El Estado liberal del siglo XIX realizaba también actividades que no eran propiamente regulativas. Mantenía ejércitos permanentes, construía carreteras, canales y puentes, organizaba, y a veces gestionaba, la educación pública, etcétera. Sin embargo, realizaba estas actividades como si fueran actividades regulativas. En efecto, los procedimientos de adjudicación de una obra pública o los concursos de contratación en la administración, estaban encaminados a seleccionar la mejor oferta o el mejor candidato, pero lo importante era actuar de manera imparcial con respecto a los competidores, de manera que la anulación del concurso, y por tanto el retraso en la construcción de la obra o en la cobertura de la plaza vacante, se consideraba menos grave que la atribución del contrato a una empresa o a una persona mediante un procedimiento incorrecto. Era más grave vulnerar el procedimiento, que no construir o no la obra.  




			Las cosas cambian, incluso de manera radical, con la llegada del welfare state y, por tanto, con el aumento de las tareas de los poderes públicos. Esta «gran trasformación» consistió en atribuir a las instituciones públicas, al Estado, la responsabilidad no sólo de poner remedio a los fracasos del mercado en la producción de bienes públicos sino, también y sobre todo, la responsabilidad de garantizar el crecimiento económico y social, la plena ocupación, la reducción de la incertidumbre para los ciudadanos a través de los sistemas de pensiones y de asistencia sanitaria y social. Es en esta fase cuando las dimensiones de las administraciones aumentan de manera inimaginable, así como la cantidad de recursos que éstas absorben (por poner sólo un ejemplo, entre el 1950 y el 1985 el gasto público porcentual del PIB pasa del 35,3 % al 47,3 % en Gran Bretaña y nada menos que del 23,6 % al 68,5 % en Suecia). A esta transformación de las tareas y de las dimensiones se sumó, y no podía ser de otra manera, una profunda trasformación de los instrumentos de acción. 




			No sólo los intereses públicos son tutelados a través de un creciente uso de las transferencias financieras (pensemos en las pensiones), del uso de incentivos positivos y negativos (en las políticas encaminadas a favorecer el desarrollo económico, pero también en las dedicadas a la protección del medio ambiente), y a través de la producción directa de bienes y servicios (de la escuela a la sanidad). Pero lo que resulta más importante es que los instrumentos legislativos que están en la base de la acción pública cambian, por así decirlo, de sentido. Pasan de ser «programas condicionales» —planteados bajo la fórmula «si..., entonces...» (por ejemplo: si subsisten determinadas circunstancias, entonces el ciudadano solicitante tendrá derecho a obtener el permiso para construir)— en «programas con objetivo», en los que se establecen los objetivos a alcanzar y no sólo los procedimientos a seguir. En este periodo, la principal fórmula de acción de los poderes públicos pasa a ser la programación, que atribuye al poder político la definición básica de los recursos disponibles, su distribución entre los diferentes campos de actividad pública y la definición de los objetivos a alcanzar a corto y medio plazo por parte de las estructuras o aparatos administrativos, dejando a estos últimos la tarea de desarrollar las actividades necesarias para que todo ello aconteciera. Es importante observar el fundamento constitucional de este cambio de primera magnitud en el papel de los poderes públicos viendo el contenido del artículo 3 de la Constitución Italiana, que fue copiado casi literalmente en el apartado 2 del artículo 9 de la Constitución Española, como elemento habilitador esencial de la intervención de los poderes públicos. 




			La consecuencia inmediata de todo ello fue la necesidad de ampliar la esfera de autonomía y de poder discrecional de las burocracias, como también renunciar en gran medida a la uniformidad que las había caracterizado hasta el momento. La expansión de la producción directa de bienes y servicios por parte de las administraciones públicas dio un fuerte impulso a la descentralización de las responsabilidades de las administraciones territoriales subnacionales, ya sea mediante la creación de nuevos niveles de gobierno (por ejemplo las regiones en Italia, Francia y de las Comunidades Autónomas en España), ya sea a través del fomento de la administración periférica de Estado, ya sea a través de la ampliación de las tareas de las administraciones locales. Esta progresiva diferenciación organizativa tenía dos objetivos principales: por un lado, ajustar lo máximo posible la estructura organizativa a las tareas atribuidas y, por otro, multiplicar los puntos en los que se ejercía el control político sobre la administración.  




			Todas estas transformaciones, de hecho, se dieron durante un tiempo bastante extenso y sin que en muchos casos se sintiera la necesidad de afrontar el problema de definir un nuevo modelo. En realidad, las nuevas tareas del Estado no sustituían por completo a las anteriores y los principios del Estado de derecho seguían siendo válidos en el desarrollo del welfare state. Si bien en lo referente al paso del Estado absoluto al Estado liberal es posible reconocer con suficiente claridad momentos de pausa y de reconstrucción de las administraciones públicas (las ya recordadas revoluciones americana y francesa), no sucede lo mismo por lo que respecta al paso al Estado del bienestar que, por supuesto, se benefició de sucesos externos significativos (la crisis económica del 1929 y la consiguiente política rooseveltiana del New  Deal y, sobre todo, el segundo conflicto mundial), sino que se da de manera más velada, con un crecimiento progresivo del gasto público y de la carga tributaria.  




			Por lo tanto, el modelo de administración del welfare state ha tenido características mucho menos nítidas que el modelo del Estado liberal. No sólo falta un Max Weber capaz de sistematizar sus rasgos esenciales, sino que la superposición de los nuevos principios a los tradicionales, acompañada de la mayor diferenciación de las funciones, ha ido generando una situación de complejidad notable. 




			Sin embargo, algunos elementos de este modelo son claramente observables.  




			En primer lugar, el énfasis en la eficacia de la acción —entendida como el éxito de las políticas públicas— constituye un rasgo distintivo del Estado del bienestar y se convierte en el nuevo modelo de legitimación del poder político. Si bien esta legitimación funcional, en la mayor parte de los casos, sirve de complemento y no sustituye por completo a la legitimación legal-racional propia de la fase precedente, sí que puede fácilmente identificarse y de hecho constituye el fundamento de los poderes públicos en el curso del siglo XX.  




			Durante la última parte del siglo XX, sin embargo, el modelo del welfare state entra en crisis y se pone en marcha una transformación que todavía no ha concluido. 




			En parte, esta transformación viene determinada por causas endógenas. De hecho, la fase de esplendor del welfare state se caracterizó por un crecimiento continuo del gasto público que en muchos países llegó a superar la mitad del producto interior bruto. Era quizás inevitable que esta tendencia se frenara y que en algunos casos se invirtiera, ya que de lo contrario algunas de las bases capitalistas sobre las que se apoyan las sociedades y los sistemas políticos de los países más desarrollados —la propiedad privada de los medios de producción y la libertad de empresa— dejarían de tener sentido. 




			Pero la transformación tiene que ver sobre todo con los cambios en los problemas colectivos y por tanto en las tareas confiadas a las instituciones y administraciones públicas. Los cambios sociales y la naturaleza distinta de las políticas propias de los Estados contemporáneos son lo que explica la trasformación de las estructuras de gobierno en un mundo cada vez más globalizado, en el que la lógica que relacionaba estrechamente «mercado-nacional» con «Estado-nación», ha ido perdiendo fuerza, con las evidentes consecuencias en los sistemas fiscales.  




			Esto no quiere decir, por otra parte, ni que los poderes públicos hayan cambiado la forma de legitimación, ni que las cuestiones que han de afrontar sean menores en número o más fáciles de tratar. A título de ejemplo consideremos los siguientes tres puntos: 




			



			 






			1. El desarrollo de la globalización económica, el aumento de la dimensión de los mercados, y en particular del financiero, ha puesto en cuestión o ha dejado obsoletos, como hemos ya insinuado, muchos de los instrumentos de gobierno de la economía; esto no quiere decir, por otra parte, que la demanda de desarrollo económico y de plena ocupación por parte de la población haya disminuido ni que, como muestran los acontecimientos de los últimos años, que los gobiernos sean considerados menos responsables por lo que respecta a la prevención y a la salida de las crisis económicas y financieras. 




			2. La mejora del conocimiento en el ámbito de las ciencias naturales ha mostrado las crecientes interdependencias entre el desarrollo industrial y las transformaciones del medio ambiente tanto a nivel local como a nivel global; la demanda de «desarrollo sostenible» plantea a los gobiernos retos de extrema dificultad y urgencia. 




			3. El desigual desarrollo económico a nivel planetario ha alimentado flujos migratorios sin precedentes que han transformado profundamente las sociedades occidentales; constituye un reto el garantizar la convivencia, en el sentido amplio del término, en una sociedad multiétnica, en la que ya no son tan decisivos ciertos presupuestos de valor compartidos por la gran mayoría de la población. 




			



			 






			Estos tres ejemplos son indicativos del tipo de políticas públicas que resultan hoy necesarias y que, al mismo tiempo, son más complejas de desplegar. En esta fase histórica, sobre cuya evolución es imposible hacer previsiones, los procesos de policy adquieren características con las que hay que resignarse a convivir. 




			La primera de tales características es la explosión de la complejidad decisional. En el periodo liberal las políticas públicas se desarrollaban todas en el circuito parlamento-ley-burocracia y en el welfare  state, los esfuerzos de programación y, sobre todo, la centralidad de las burocracias técnicas aportaban un cierto elemento de claridad respecto a la pregunta de Dahl acerca de «¿quién gobierna?». Actualmente, en cambio, asistimos a una dilatación de la red decisional tanto en el eje vertical (diversas áreas geográficas o esferas de gobierno) como sobre el horizontal (relaciones entre público y privado, especialmente). Todo ello envuelto además, por el cambio tecnológico que pone en cuestión, por una lado, las instancias de intermediación que no son capaces de aportar valor por sí mismas, y abre, por otra parte, nuevos escenarios de incertidumbre en el proceso decisional, con nuevos actores y nuevos recursos (véase post scríptum final al respecto). 




			Todos podemos observar la entrada de nuevos tipos de actores en los procesos decisionales. Al margen de los ya mencionados, baste pensar en el nacimiento de las autoridades administrativas independientes —cuerpos burocráticos que no responden a los representantes políticos electos— con tareas de regulación y de vigilancia en una serie de sectores clave, desde la política monetaria a la defensa de la competencia, desde la protección de los consumidores a la protección de la intimidad. O bien en el papel central que desempeñan las organizaciones no gubernamentales (ONG), a veces compuestas por profesionales y otras por voluntarios, en la implementación, e inevitablemente también en la formulación, de muchas políticas públicas, desde los servicios sociales a la cooperación o al desarrollo en países pobres. O más aún, en el crecimiento de las así llamadas Civil Society Organisations (CSO) que adoptan tareas de «perro guardián» (watchdog) sobre la labor de los gobiernos, a menudo en relación con las autoridades independientes que acabamos de mencionar. Todos estos nuevos actores se añaden a los ya tradicionalmente existentes; el resultado es una creciente pluralización de los puntos de vista en los procesos decisionales con consecuencias importantes, ya que se van alejando los modos concretos a través de los cuales deberían llevarse a cabo las decisiones públicas, tal y como estaba previsto en las reglas constitucionales. 




			Sobre el eje vertical, la suma de ambas tendencias hacia la globalización por un lado y hacia la descentralización por otro, ha conducido a acuñar el concepto de gobierno multinivel (multilevel governance), que sirve para indicar que, en prácticamente todos los sectores de policy, los resultados finales dependen de las acciones desarrolladas y de las decisiones adoptadas por diferentes sujetos que actúan en esferas territoriales y gubernamentales diferentes, el ámbito planetario y continental (pensemos en la Unión Europea), la esfera de los Estados nacionales; la de las autoridades regionales, la de los gobiernos locales, hasta llegar a los ámbitos de proximidad más directos. Esto significa que muchas veces resulta imposible identificar a los autores concretos de las decisiones, lo que evidentemente tiene consecuencias, en ocasiones devastadoras, sobre los circuitos de responsabilidad política.  




			Este crecimiento de la complejidad puede verse como una simple expansión de la tendencia hacia la poliarquía que, ya en los años cincuenta del siglo pasado, Dahl señalaba en la evolución del sistema político de New Haven, o puede argumentarse que se trata de una mutación genética. Lo que es indudable es que los procesos decisionales son hoy muy diferentes de los que se realizaban en el siglo XIX, cuando un grupo de hombres, todos pertenecientes a la misma clase social, discutían en los parlamentos cuál era la mejor manera de resolver problemas comunes a partir de un acuerdo esencial sobre los valores básicos que compartían. Como veremos, este aumento de la complejidad no es necesariamente negativo desde el punto de vista de la posibilidad de introducir trasformaciones incluso radicales en el cómo tratar los problemas colectivos, pero nadie puede negar que representa un cambio importante en lo que eran las prácticas habituales tiempo atrás. 




			Una segunda característica distintiva de las políticas públicas en la era contemporánea tiene que ver con el aumento de la incertidumbre, y en particular de la incertidumbre sobre los resultados de las decisiones adoptadas. Los gobernantes desconocen a menudo si las decisiones que quieren llevar a cabo podrán resolver el problema colectivo que quieren afrontar o si, por el contrario, lo agravarán. Hemos ya superado la época en la que, cuando aparecían nuevas cuestiones, bastaba con aumentar los recursos a invertir. Lo que se pone ahora en tela de juicio es si la alternativa preferida no amenaza con generar efectos negativos (externalidades negativas, en el lenguaje de los economistas) en otros campos o, incluso, si acabará siendo negativa para el propio problema que quiere tratarse. Es en ese punto en el que aparecen una serie de dilemas aparentemente insolubles. ¿La energía nuclear es una respuesta eficaz y eficiente a las exigencias del desarrollo, o bien nos expone a riesgos inaceptables y/o implica costes insostenibles sobre las generaciones futuras? Construir infraestructuras para facilitar la movilidad de vehículos (carreteras, aparcamientos, etcétera), ¿es una manera de mejorar la movilidad o es más bien un incentivo a usar medios privados de transporte que acabarán provocando un aumento de la congestión? 




			Los factores que determinan este aumento de la incertidumbre son numerosos. 




			En primer lugar, dicha incertidumbre está relacionada con el crecimiento de la complejidad decisional de la que ya hemos hablado. Si la eficacia de una política local depende de alguna manera de lo que se establecerá en un tratado internacional, es evidente que los actores no controlan un elemento clave de la cuestión que deben afrontar y, por consiguiente, sus previsiones acerca de la eficacia de su decisión están privadas de todo fundamento. 




			En segundo lugar, la aceleración de las transformaciones provocada por los procesos de globalización aumenta la probabilidad de choques exógenos y, en cualquier caso, hace imposible prever si y cuándo las tendencias presentes alcanzarán su punto culminante e invertirán su curso. Las crisis financieras y las grandes fracturas tecnológicas que en estos años nos afectan de lleno, representan ejemplos del tipo de choque que incide sobre la eficacia de las políticas, mientras que la caída de la natalidad en Italia o en España a partir de los años setenta del pasado siglo nos muestran cómo elementos aparentemente no centrales (cuántos niños necesitarán las escuelas infantiles en 5 años) pueden resultar esencialmente imprevisibles. Pero, en un nivel diferente y con consecuencias ciertamente dramáticas, ¿quién hubiera apostado hace 50 años que asistiríamos a un crecimiento de los fundamentalismos religiosos en el paso del segundo al tercer milenio? 




			En tercer lugar, el desarrollo del conocimiento, el progreso científico, ha aumentado enormemente nuestra capacidad de identificar interrelaciones posibles entre fenómenos diferentes sin que paralelamente haya aumentado nuestra capacidad de tratar de manera conjunta tales fenómenos. Para usar una metáfora médica, el desarrollo de las capacidades de diagnóstico, al menos en el sentido de poder afirmar que la causa de tal problema podría tener relación con un factor específico, ha superado con mucho el desarrollo de terapias adecuadas.  




			Finalmente, es necesario admitir con franqueza que hay problemas que sencillamente no sabemos cómo resolver, sobre los que somos simplemente ignorantes. La existencia de teorías económicas plenamente contradictorias sobre los factores que pueden determinar el desarrollo económico de un territorio, son un ejemplo de nuestra falta de certeza sobre cómo debemos comportarnos para alcanzar un objetivo que pueda ser ampliamente compartido. 




			De todo ello se deriva que la actividad de «puzzling», es decir, de búsqueda de soluciones apropiadas a problemas que parecen inabordables, pero no por ello menos apremiantes, tiende hoy a ser al menos tan importante por lo que respecta a las preocupaciones de gobernantes intelectualmente honestos, como el uso de los poderes de autoridad que les son atribuidos. 




			Con mayor razón, y se trata de la tercera característica distintiva de las políticas públicas contemporáneas, asistimos a un aumento de los conflictos entre grupos sociales, entre actores políticos y entre ciudadanos y autoridades públicas. Puede que algunos de estos conflictos sean cíclicos, o sea que a un periodo de mayor acuerdo en el tipo de elecciones a tomar, le siga otro en el que las contraposiciones se agudicen, pero al menos por lo que respecta a la relación entre ciudadanos y autoridades públicas, todo parece indicar que se trata de un fenómeno estructural. Prueba de ello son las encuestas de opinión que en todos los países desarrollados ven caer de manera preocupante la confianza hacia sus gobernantes. Un indicio que complementa lo que venimos afirmando es el crecimiento de la importancia y de la significación, bastante inéditos en el ámbito de las políticas públicas, de los tribunales que son llamados, cada vez más, a dirimir controversias en las cuales grupos sociales ponen en cuestión decisiones de las administraciones públicas, sin que existan claras certezas técnicas o científicas al respecto (Esteve, 2009). En muchos países aumenta el recurso a la democracia directa, con iniciativas referendarias que acaban saliendo victoriosas a pesar de que la gran mayoría de las fuerzas políticas se alinee contra ellas.  




			En conclusión, el mecanismo de transmisión de la demanda política y la capacidad de respuesta por parte de los representantes electos, parecen haber entrado en una fase de disfunción muy significativa. Ello puede ser el efecto de un sistema político que ha evolucionado de manera autorreferencial, perdiendo el contacto con los propios electores. O bien, las razones de la transformación se encuentran en el cambio en el núcleo central de los valores compartidos por los ciudadanos de los países desarrollados. A la pérdida de confianza respecto a un progreso social y económico indefinido, correspondería la emergencia de nuevos valores (los así llamados valores posmaterialistas) (Inglelhart, 1977) y, en cualquier caso, la intransigencia ante la necesidad de hacer sacrificios, que en algunos casos atañen a la renuncia a pequeños o grandes privilegios en nombre de un futuro en el que ya no se consigue creer. Causa y efecto de estos cambios es también la progresiva desideologización, al menos en referencia a las líneas centrales de las ideologías y la cultura política propias de los siglos XIX y XX, y el nacimiento de nuevas identidades y nuevas adhesiones, algunas de las cuales muy antiguas y que tienen que ver con la religión, la etnia, la pertenencia territorial y lingüística, y otras que hacen referencia a otro tipo de dimensiones. Sea como sea, esta fragmentación social también parece caracterizar decididamente el mundo de las políticas públicas, y está en la base de la conflictividad que a menudo coge por sorpresa a los gobernantes mismos. 




			Muchos especialistas han puesto de relieve estos dos últimos elementos —la incertidumbre y el conflicto— que han dado pie a intentos de clasificación y sistematización de las situaciones decisionales típicas de la edad contemporánea. Un intento sobradamente conocido es el que se reproduce en la figura siguiente (para una aplicación al sector de la planificación territorial, véanse Christiensen, 1985; Balducci, 1991; Subirats, 2007). 




			



			 






			FIGURA 2.1. Problemas decisorios y estrategias de decisión. 
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			Fuente: Elaboración propia a partir de múltiples referencias previas. 




			



			 






			El principio de este intento de clasificación es mostrar que el nivel de incertidumbre sobre la capacidad de resolver el problema colectivo, y el nivel en que se comparten los objetivos a perseguir y, antes aún, el compartir que exista un problema a resolver, tienen consecuencias fundamentales que conciernen a las modalidades mediante las que es posible intentar afrontar la elección a tomar por parte de los actores. 




			El tipo de enfoque que desarrollaremos en las páginas siguientes se aparta, en realidad, de este planteamiento. No creemos que tratar de clasificar los problemas y construir relaciones unívocas entre los diversos tipos y enfoques estratégicos sea un camino viable. La complejidad decisional, y sobre todo la volubilidad de los contextos en los que se acaba decidiendo, hacen bastante inútiles tales ejercicios. Sin embargo, la matriz arriba reproducida es al menos útil, porque sirve para evidenciar que muchísimos problemas tienden a deslizarse hacia la casilla derecha inferior, dado que se dan, al mismo tiempo, un alto grado de incertidumbre y un alto grado de conflicto. Y si las estrategias contenidas en las otras casillas (la programación, la negociación, la puesta en práctica de experimentos controlados) son, al fin y al cabo, bastante precisas, es decir, consiguen ofrecer una orientación efectiva al actor, la afirmación de la necesidad de hallar «inspiración», sea o no tal exigencia asistida por técnicas como el brainstorming, es ciertamente muy poco capaz de orientar efectivamente las elecciones de quien trata de modificar la manera en la que se afronta y posiblemente se resuelve un problema colectivo. 




			Una última observación: no pensemos que las características típicas de las decisiones de policy aquí recordadas, complejidad, incertidumbre y conflicto, tienen que ver sólo con problemas de amplio espectro que tienen consecuencias a largo plazo. En realidad, encontramos exactamente las mismas características si se trata de aprobar una directiva europea, una ley del Estado o la construcción de un aparcamiento en una zona urbana. El síndrome NIMBY (Not In My Backyard), y por tanto el rechazo por parte de la población a la localización de una amplia variedad de infraestructuras, de lo que volveremos a hablar en este volumen, demuestra justamente cómo no es tanto ni tan sólo la dimensión de la intervención lo que genera conflictos y problemas intratables, sino la confluencia de un conjunto de factores que intentaremos mostrar en las páginas siguientes.  




			



			 






			2.3. La necesidad de un modelo para el estudio  de las decisiones 




			



			 






			Las consideraciones precedentes ofrecen una imagen de la decisiones de policy, es decir, del proceso que permite elegir entre distintas alternativas de solución a un problema colectivo, que puede recordar el partido de croquet de Alicia en el País de las Maravillas. Similitud que sugirió hace ya más de cuarenta años Karl Deutsch (1963), una época en la que las cosas parecían (vistas desde los tiempos actuales) bastante más sencillas que hoy. 




			En un campo lleno de surcos y pendientes, las pelotas eran puercoespines con tendencia a desenrollarse e ir cada uno por su lado; los palos eran flamencos que en el momento del golpe se daban la vuelta para mirar al jugador con aire interrogante; y las puertas eran soldados formando arcos que también se levantaban y se movían. Si todo eso no fuera suficiente, los jugadores no respetaban los turnos y discutían por las bolas. No es extraño que Alicia, una niña inglesa educada con toda formalidad, encontrara el juego «verdaderamente difícil». El juego decisional presenta características similares e incluso más complicadas, dado que no siempre todos los jugadores tienen intención de serlo ni de ganar.  




			Pero para entender una realidad muy compleja hace falta poner un poco de orden, sin simplificar por ello demasiado el problema. Éste es el principal motivo por el que resulta necesario recurrir a modelos teóricos.  




			Se trata de un punto esencial del análisis. Como ya hemos apuntado en el capítulo anterior, si queremos utilizar el estudio de las decisiones (y en general de cualquier fenómeno en la esfera política y social) para generar conocimiento dotado de cierto valor, es necesario partir de un esquema conceptual. Un esquema que permita la especificación de las variables que pueden usarse para indagar ese conjunto de fenómenos que hemos llamado «decisiones de policy» o decisiones de políticas públicas. Ello implica que el analista «tiene en mente» un modelo conceptual, o sea un conjunto de suposiciones sobre las variables que componen el caso o fenómeno a analizar, y sin duda ello condicionará el tipo de explicación que acabará ofreciendo.  




			Como apuntó Graham Allison (1971) en el caso de la crisis de los misiles en Cuba, los modelos son «lentes conceptuales» de las que no podemos prescindir y que, implícita o explícitamente, consciente o inconscientemente, utilizamos para describir, incluso antes que para explicar, la realidad que tenemos enfrente. 




			La existencia necesaria de ese filtro analítico y conceptual no se tiene en cuenta muchas veces por parte de aquéllos que no son científicos sociales.  




			Uno de los epígrafes iniciales en el volumen de Allison ya citado, es la siguiente frase de Alexis de Tocqueville: 




			



			 






			He conocido a intelectuales que han escrito libros de historia sin haber nunca tomado parte directamente en los asuntos públicos, y a políticos que han contribuido a producir acontecimientos sin reflexionar acerca de ellos. He observado que los primeros tienden siempre a encontrar causas generales, mientras que los segundos [...] tienden a imaginar que todo se explica en base a incidentes específicos, y que los hilos que ellos son capaces de mover son de hecho los que mueven el mundo. Hay que imaginar que unos y otros se equivocan. 




			



			 






			O bien, podemos recordar la célebre frase de J. M. Keynes: «los hombres prácticos, que se creen al margen de cualquier influencia intelectual, son generalmente esclavos de algún economista difunto». (Keynes 1935, 2003, p. 358). 




			Puede parecer absurdo que para encontrar un sentido al mundo que nos rodea sea necesario recurrir a la teoría, y no sólo a la indagación empírica. Pero es totalmente cierto. Fiarse de los propios sentidos en la explicación directa de los fenómenos puede conducir a graves errores. Cabe recordar, por ejemplo, que costó mucho tiempo y conflictos muy serios el refutar la teoría de Tolomeo, según la cual la tierra no se mueve y el sol gira a su alrededor. A fin de cuentas, la experiencia compartida era que por la mañana el sol se encontraba en el este y por la tarde en el oeste, y ello justificaba totalmente la orden de Josué en la Biblia que conminaba a detenerse precisamente al sol y no a la tierra.  




			Podemos observar hoy exactamente el mismo fenómeno frente al difuso escepticismo respecto a la teoría del cambio climático, del calentamiento global debido a la acumulación de gases invernadero en la atmósfera. Sólo falta que tengamos un invierno particularmente frío o un verano muy lluvioso para que los comentarios irónicos se multipliquen.  




			Y, en cambio, tenemos tanta necesidad de modelos conceptuales que los utilizamos aun sin saberlo, tal como veremos enseguida. 




			En las páginas siguientes presentaremos cuatro modelos decisionales distintos. Con este término entendemos «una construcción analítica que establece los elementos esenciales» del proceso de toma de decisiones. O sea, «el decisor, sus recursos cognitivos, las actividades de búsqueda de las soluciones, las modalidades y los criterios de la decisión y sobre todo [...] las relaciones que existen entre esos diversos elementos» (Bobbio, 1996, p. 13). 
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